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                                                                    Acta de Aprobación N° 804
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1.- VISTOS
Procede la Sala a decidir la acción de tutela instaurada por el ciudadano  WILLIAM RAMÍREZ VARGAS por intermedio de apoderado judicial contra el Juzgado Segundo de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de esta ciudad, el Juzgado Penal del Circuito de Santa Rosa de Cabal (Rda.) y la Alcaldía del mismo municipio -Secretaría de Gobierno y Secretaría de Desarrollo Económico-, con el fin de que se le protejan los derechos fundamentales al debido proceso, trabajo y mínimo vital. 
2.- SOLICITUD 

2.1.- En sentencia de mayo 27 de 2016 el Juzgado Penal del Circuito de Santa Rosa de Cabal (Rda.) condenó al señor WILLIAM RAMÍREZ VARGAS como autor del delito de homicidio culposo en concurso con lesiones personales culposas a la pena de 24 meses de prisión, multa de 20 s.m.l.m.v., prohibición para conducir automotores por 36 meses, e inhabilitación de derechos y funciones públicas por el mismo lapso de la sanción privativa de la libertad, y le concedió también la suspensión condicional de la ejecución de la pena.

2.2.-  En la página web de la Procuraduría General de la Nación le figura suspendida la pena de prisión por 24 meses, mas no la inhabilitación de derechos y funciones públicas, ni la privación para conducir vehículos automotores, por lo que su licencia de conducción figura como suspendida en el RUNT.
2.3.-  Al respecto pidió aclaración al Juez Segundo de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de esta ciudad, que actualmente vigila la ejecución de las sanciones que le fueron impuestas, y en aras de que se comunicara a la Procuraduría General de la Nación y a la Secretaría de Gobierno y Tránsito de Santa Rosa de Cabal (Rda.) lo pertinente, ya que en su criterio la suspensión condicional aplica tanto para la pena principal como para las accesorias, y nada se dijo en la sentencia, pero dicho funcionario que le indicó que la petición debía realizarla al juez de conocimiento.
2.4.- Hizo el mismo requerimiento a la Juez Penal del Circuito de Santa Rosa de Cabal (Rda.), la cual mediante auto de marzo 08 de 2017 no accedió a lo pedido, al considerar que la suspensión condicional de la ejecución de la pena solo se refiere a la pena de prisión, al no haberse referido a las sanciones accesorias, determinación que fue objeto de reposición, la cual fue resuelta en forma desfavorable a sus intereses.

2.5.- A raíz de las inhabilidades que presenta no se le permitió por parte del municipio de Santa Rosa de Cabal (Rda.) continuar en el cargo de conductor que venía desempeñando en la Secretaría de Desarrollo Económico y Competitividad desde enero 12 de 2010, y mediante Resolución 1546 de junio 15 de 2017 se dio por terminado su contrato de trabajo, labor del cual derivada el sustento de su núcleo familiar, conformado por su  compañera permanente, y sus dos hijos, uno de ellos menor de edad, los cuales se encuentran estudiando. Aclara que el citado acto administrativo no está ejecutoriado, toda vez que contra el mismo interpuso reposición, el cual hasta el momento no ha sido resuelto, así mismo, instauró acción de tutela por haberse efectuado el despido sin autorización del juez laboral en virtud del fuero sindical, la cual correspondió al Juzgado Segundo Civil Municipal de Santa Rosa de Cabal (Rda.).
2.6.- La interpretación dada a la sentencia por parte de los juzgados tutelados y por el Municipio de Santa Rosa de Cabal (Rda.) no corresponde a lo resuelto por la Corte Suprema de Justicia en el radicado 38645 CSJ -cita los apartes pertinentes-, ya no se puede dictarse una sentencia y después desvirtuar sus efectos mediante conceptos personales que no corresponden a lo fallado, lo que constituye una vía de hecho que afecta el debido proceso, trabajo y mínimo vital, derecho que tienen gran relevancia.

2.7.- Señala que acudió a las autoridades judiciales pertinentes para que se diera una respuesta ajustada a derecho en el sentido real de la sentencia, y ante el inminente riesgo de perder su trabajo, por medio de la cual no pretende que se modifique los efectos de la sentencia, sino que se dé aplicación a la misma de acuerdo a los lineamientos legales y jurisprudenciales vigentes.

2.8.-  Precisa que las solicitudes de aclaración fueron presentadas catorce meses después porque fue en esa fecha que la administración inició el trámite para dar por terminado el contrato, con fundamento en las anotaciones de la Procuraduría y la oficina de tránsito, y tenía la convicción, y así se desprende de la sentencia, que le habían sido suspendidas la totalidad de la penas y así había sido reportado, por ello tampoco interpuso ningún recurso frente a la decisión, a la cual al no ser clara no se le puede dar la interpretación más gravosa para el condenado.
2.9.- El despacho de conocimiento pretendió argumentar que el inciso final del artículo 122 Superior exige el cumplimiento de las penas, pero para el caso el mismo no aplica porque no se condenó por delitos que afecten el patrimonio del Estado, ni el Estado ha sido condenado a reparación por hechos dolosos o gravemente culposos. De igual forma, señala que existe una imprecisión en lo atinente a la pena de inhabilitación para el ejercicio de derechos y funciones públicas, toda vez que de lo argumentado tanto en la parte considerativa como en la resolutiva no se entiende si se impuso por 24 o por 36 meses.
Con fundamento en lo anterior pide: 

(i) se declare que los accionados han vulnerado los derechos fundamentales invocados, y en consecuencia, se amparen los mismos; (ii) se ordene a los citados juzgados comunicar sobre la suspensión condicional de la ejecución de las penas de inhabilitación en el ejercicio de derechos y funciones públicas y prohibición de conducir vehículos, a la Procuraduría General de la Nación  para que se realicen las anotaciones respectivas en el certificado de antecedentes disciplinarios, y demás constancias que expida, a la Secretaría de Gobierno y Tránsito de Santa Rosa de Cabal (Rda.), y a la Alcaldía del Municipio de Santa Rosa de Cabal (Rda.); y (iii) se requiera a  este último ente, para que se abstenga de desvincular al señor RAMÍREZ VARGAS a causa como consecuencia de las penas impuestas en la sentencia proferida en mayo 27 de 2016 toda vez que las misma se encuentran suspendidas. 

3.- CONTESTACIÓN
- La titular del Juzgado Penal del Circuito de Santa Rosa de Cabal (Rda.) informó que el señor WILLIAM RAMÍREZ VARGAS fue condenado por ese despacho mediante sentencia de mayo 27 de 2016 a la pena de 24 meses de prisión, multa de 20 salarios mínimos legales mensuales vigentes, prohibición para conducir vehículos automotores por 36 meses, e inhabilitación en el ejercicio de derechos y funciones públicas por el mismo lapso de la pena principal, como autor de la conducta punible de homicidio culposo, y se le concedió la suspensión condicional de la ejecución de la pena. 
La decisión fue informada a las autoridades respectivas mediantes los oficios 911 y 912 de junio 13 de 2016, 922, 925, 926, 927 y 928 de junio 14 de 2016, y remitida la actuación en esta última fecha al Juzgado de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira (Rda.) Reparto.

Indicó que mediante auto interlocutorio de marzo 08 de 2017 se resolvió solicitud del apoderado del condenado, en el sentido de indicarle que la suspensión condicional de la ejecución de la pena de prisión no abarcó lo correspondiente a la suspensión de la licencia de conducción, la cual quedaba vigente, determinación contra la que interpuso recurso de reposición, el cual no prosperó, por lo que debe cumplir las penas impuestas salvo la de prisión.

Solicita negar las pretensiones del amparo, ya que el despacho en ningún momento ha vulnerado los derechos fundamentales del accionante.

- El Juez Segundo de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de esta ciudad, informó que al despacho a su cargo le correspondió la vigilancia de las penas que le fueron impuestas al accionante por el Juzgado Penal del Circuito de Santa Rosa de Cabal (Rda.), 24 meses de prisión y prohibición para conducir vehículos durante 36 meses, las cuales en su sentir son principales según se desprende de la sentencia.

Señala que dicha actuación no tiene privado de la libertad al accionante, toda vez que se le suspendió condicionalmente la ejecución de la pena, sin determinar qué penas se entendían suspendidas, siendo claro para él que, conforme lo reglado en el artículo 48 del Código Penal rige de manera automática.
Indica que similar petición de aclaración presentó el defensor del sentenciado a ese juzgado, y mediante auto de febrero 20 de 2017 se explicó el contenido del artículo 92 C.P. sobre la rehabilitación de derechos afectados por una pena privativa de los mismos, como también lo concerniente al artículo 166 de la Ley 906 de 2004, sobre la obligación legal impuesta a los jueces de conocimiento respecto de las comunicaciones que deben librarse.

Señala que ningún derecho fundamental se le ha vulnerado al accionante por parte de ese despacho.

-La Gerente Jurídica de la CONCESIÓN RUNT S.A. aclara que es un organismo diferente a la Oficina de Tránsito de Santa Rosa de Cabal (Rda.), y no pueden asumir responsabilidad alguna si el actor tiene inconvenientes con el registro de la medida de suspensión que recae sobre su licencia de conducción, ya que es la citada entidad y no el RUNT la que debe atender la petición del accionante, conforme lo establecido en el artículo 31 de la Resolución 12379/12 razón por la cual no entiende la vinculación a esa actuación, ya que se configura una falta de legitimación en la causa por pasiva.
Señala que verificada la base de datos del RUNT, se encuentra que la licencia de Conducción N° 14746282 categoría A2 y C2 figuran en estado de suspendidas, mediante resolución 0911 y 0912 de junio 13 y mayo 27 de 2016, expedidas por el Organismo de Tránsito de Santa Rosa de Cabal (Rda.) por orden judicial.

En ese sentido, si los despachos vinculados determinan que en efecto al actor se le debe levantar el registro de la medida de suspensión de la Licencia de Conducción N! 14746282, debe el citado ente de tránsito, generar un incidente mediante la línea de atención *1000, en el que solicite el levantamiento de la medida de suspensión, y aportar el acto administrativo firmado digitalmente.

Se opone a la prosperidad de la pretensiones frente a esa concesión, toda vez que no ha vulnerado los derechos fundamentales del accionante, al carecer de competencia para dar solución al inconveniente presentado, lo cual corresponde a las autoridades judiciales, y en caso de ordenarse el levantamiento de la medida, al Organismo de tránsito de Santa Rosa de Cabal.
-La abogada asesora de la Procuraduría General de la Nación señaló que de conformidad con el artículo 174 del Código Único Disciplinario –Ley 734/02-, le ha sido encomendada a la División de Registro, Control y Correspondencia de la Procuraduría General de la Nación en el Registro de las sanciones penales y disciplinarias para efectos de la expedición del certificado de antecedentes, y de acuerdo con la normativa dicho documento debe contener las anotaciones de las providencias ejecutoriadas dentro de los 5 años anteriores a su expedición, y en todo caso, aquellas que se refieren a sanciones o inhabilidades que se encuentren vigentes en dicho momento.

La Procuraduría en acatamiento de la normativa vigente, registró la sanción de tipo penal impuesta al hoy accionante, la cual fue reportada por el Juzgado Penal del Circuito de Santa Rosa de Cabal (Rda.), correspondiente a la pena de prisión de 24 meses e inhabilidad para el ejercicio de derechos y funciones públicas por el mismo término, cuya ejecutoria se surtió en mayo 27 de 2016.

Es menester dejar en claro que la situación del actor en cuanto a la inhabilidad que le figura, ya que justamente la sanción penal que le fue impuesta, le generó adicionalmente una inhabilidad automática para desempeñar cargos públicos, conforme lo establecen los artículos 8 numeral 1 literal d de la Ley 80 de 1993, y 38 numeral 1 de la Ley 734/02, la cual se presenta cuando existe una condena con pena accesoria de interdicción de derechos y funciones públicas, como ocurre en el presente caso, por lo que la citada inhabilidad tiene una duración de 5 años contados a partir de la ejecutoria de la sanción, y se desactivara una vez se cumpla con el término señalado, esto es, mayo 27 de 2021.
Ninguna anotación distinta a la informada por las autoridades ha sido consignada por esa entidad, amén de los registros que por ley se generan en materia de inhabilidades, por lo que la actuación no obedece a un capricho sino que es producto del cumplimiento de un deber legal.

Independientemente si el juez decreta la extinción de la pena o su cumplimiento o la suspende condicionalmente, esto no genera ningún tipo de efectos sobre la inhabilidad de carácter general de la Ley 80, pues mientras la inhabilidad en el ejercicio de derechos y funciones públicas es una consecuencia jurídica del delito que opera en virtud de una sentencia judicial, la inhabilidad para contratar con el Estado es de carácter legal, por lo que no es necesaria que sea establecida por el funcionario, sino que basta comprobar la satisfacción del presupuesto en virtud del cual surge, y que esta es predicable respecto de la entidades estatales.
Por lo anterior, la Procuraduría General de la Nación no ha vulnerado ningún derecho fundamental del accionante, y pide se deniegue el amparo en lo que tiene que ver con esa entidad, toda vez que su actuación se ha ceñido a las directrices legales que regulan la materia.

-La apoderada del municipio de Santa Rosa de Cabal (Rda.) informó que revisado el expediente del señor WILLIAM RAMÍREZ VARGAS identificado con cédula de ciudadanía N° 18´593.309, se encontró que en enero 12 de 2010 suscribió contrato de trabajo como trabajador oficial de la entidad que representa, para desempeñar funciones como obrero de la subsecretaría de obras públicas, adscrito a la Secretaría de Desarrollo Económico y Competitividad, según la necesidad del servicio lo amerite; posteriormente en noviembre 23 de 2011 suscribió cláusula de ascenso para desempeñar labores de conductor dependiente la misma sección.

Señala que en enero 27 de 2013 el señor RAMÍREZ VARGAS, en el desarrollo de su labores de conductor del vehículo automotor volqueta con placas OVI-270  de propiedad del municipio de Santa Rosa de Cabal, se accidentó cuando transportaba de forma irregular en la parte trasera de la volqueta a particulares, lo que ocasionó el fallecimiento de dos de ellos, hechos por los cuales fue declarado responsable de los delitos de homicidio culposo y lesiones personales en sentencia proferida por el Juzgado Penal del Circuito de Santa Rosa de Cabal (Rda.) en mayo 27 de 2016.

Indica que para la fecha cursa demanda de reparación directa contra el municipio de Santa Rosa de Cabal por los perjuicios causados por la conducta gravemente culposa del señor WILLIAM RAMÍREZ, cuando se desempeñaba como servidor público del municipio.

Refiere que en el Sistema de Información de Registro de Sanciones y Causas de Inhabilidad  -SIRI de la Procuraduría General de la Nación con pena de prisión de 24 meses, principal, suspendida, inhabilidad para el ejercicio de derechos y funciones públicas por 24 meses, accesoria, no suspendida, e inhabilidad legal para contratar con el estado artículo 8 literal d de la Ley 80, con fecha de inicio en mayo 27 de 2016 y de terminación en mayo 26 de 2021.

Señala que la suspensión condicional de la ejecución de la pena, según se infiere del contenido del artículo 63 no aplica para la ejecución de la pena no implica la suspensión de las sanciones accesorias.
La sanción penal accesoria de inhabilidad en el ejercicio de derechos y funciones públicas priva temporalmente por el término de 24 meses al servidor público de cualquier derecho político y del desempeño de la función pública, así como de recibir honores y dignidades que le otorgare la administración, razón por la que La administración municipal profirió la Resolución 1564 de junio 15 de 2017, por medio de la cual se dio por terminado contrato de trabajo, por cuanto el nominador debe cumplir la orden judicial.

Solicita denegar las pretensiones del amparo en relación con la responsabilidad que pueda tener el municipio de Santa Rosa de Cabal (Rda.), puesto que no ha quebrantado ningún derecho fundamental del actor, ya que solo dio cumplimiento a una sentencia judicial ejecutoriada.
- La Juez Segunda Civil Municipal de Santa Rosa de Cabal (Rda.) informó que revisada la acción de tutela interpuesta por el señor WILLIAM RAMÍREZ VARGAS contra el Municipio de Santa Rosa de Cabal (Rda.), con radicado N° 666824003002-2017-00395-00, se estableció que fue presentada en julio 07 de 2017, y fallada el 24 del mismo mes y año, siendo objeto de impugnación, por lo que está próxima a ser remitida al Juzgado Civil del Circuito de Santa Rosa de Cabal (Rda.) para que se resuelva la alzada.

4.- PRUEBAS

Se tuvieron como tales los documentos aportados por las partes.
5.- SE CONSIDERA

El Tribunal es competente para fallar el presente asunto de conformidad con la facultad consagrada en la Constitución Política en su artículo 86 y en los Decretos 2591/91, 306/92 y 1069/15.
5.1.- Problema planteado 

Corresponde a esta Colegiatura determinar si en el asunto sometido a estudio es procedente la acción de tutela para hacer la revisión de una decisión judicial que se encuentra en firme.
5.2.- Solución

La acción de tutela ha sido por excelencia el mecanismo más expedito en materia de protección de derechos fundamentales, gracias a ella el Estado Colombiano logró optimizarlos y hacerlos valer a todas las personas sin discriminación alguna. 

De acuerdo con las manifestaciones efectuadas por el ciudadano WILLIAM RAMÍREZ, por intermedio de su apoderado judicial, entiende la Corporación que su solicitud está dirigida básicamente a que se protejan sus derechos fundamentales al debido proceso, trabajo y mínimo vital; y, en consecuencia, se deje sin efecto el auto aclaratorio proferido por el Juzgado Penal del Circuito de Santa Rosa de Cabal (Rda.), en el cual no accedió a comunicar a la Procuraduría General de la Nación y al Organismo de Tránsito de Santa Rosa de Cabal (Rda.), que la suspensión de la ejecución de la pena que le fue concedida en la sentencia de mayo 27 de 2016 proferida en su contra por los delitos de homicidio culposo y lesiones personales culposas, aplica también para la inhabilitación en el ejercicio de derechos y funciones públicas y para la prohibición del derecho a conducir automotores, como es su criterio y lo que de acuerdo con lo establecido legal y jurisprudencialmente corresponde. De igual forma, para que se ordene al municipio de Santa Rosa de Cabal (Rda.) que se abstenga de desvincularlo con fundamento en las citadas penas accesorias, por cuanto las mismas se encuentran suspendidas. 

Como quiera que se ataca una determinación adoptada por una autoridad judicial, es indispensable estudiar de manera inicial lo relacionado con la viabilidad de la tutela a efectos de revisar decisiones judiciales, para luego establecer si hay o no lugar a efectuar un análisis de fondo al caso concreto
.

Como es sabido, cuando se dirige la tutela contra providencias judiciales, se convierte en un mecanismo de protección excepcionalísimo y por ello su prosperidad va ligada al cumplimiento de unos requisitos de procedibilidad que la jurisdicción constitucional ha precisado en múltiples providencias, entre otras, en la sentencias C-560/05 y T-332/06.

Los requisitos generales de procedencia de la acción de tutela contra providencias judiciales, ameritan que la cuestión que se discuta: (i) sea de evidente relevancia constitucional; (ii) se haya hecho uso de todos los mecanismos de defensa judicial -ordinarios y extraordinarios- a disposición del afectado, salvo que se trate de evitar un perjuicio iusfundamental irremediable; (iii) se cumpla el requisito de la inmediatez. Así, la tutela debe haber sido interpuesta en un término razonable y proporcionado desde el momento de ocurrencia de la vulneración del derecho fundamental; (iv) cuando se trate de una irregularidad procesal, que ésta tenga un efecto decisivo en el fallo objeto de controversia y afecte los derechos fundamentales de la parte actora, y (v) que no se trate de sentencias de tutela.

De otra parte, los requisitos de carácter específico pueden sintetizarse así: a) defecto orgánico, que se presenta cuando el funcionario judicial que profirió la providencia impugnada, carece, absolutamente, de competencia para ello; b) defecto procedimental absoluto, que se origina cuando el juez actuó completamente al margen del procedimiento establecido; c) defecto fáctico, que surge cuando el juez carece del apoyo probatorio que permita la aplicación del supuesto legal en el que se sustenta la decisión; d) defecto material o sustantivo, como son los casos en que se decide con base en normas inexistentes o inconstitucionales o que presentan una evidente y grosera contradicción entre los fundamentos y la decisión; f) error inducido, que se presenta cuando el juez o tribunal fue víctima de un engaño por parte de terceros y ese engaño lo condujo a la toma de una decisión que afecta derechos fundamentales; g) decisión sin motivación, que implica el incumplimiento de los servidores judiciales de dar cuenta de los fundamentos fácticos y jurídicos de sus decisiones en el entendido que precisamente en esa motivación reposa la legitimidad de su órbita funcional; h) desconocimiento del precedente, hipótesis que se presenta, por ejemplo, cuando la Corte Constitucional establece el alcance de un derecho fundamental y el juez ordinario aplica una ley limitando sustancialmente dicho alcance. En estos casos la tutela procede como mecanismo para garantizar la eficacia jurídica del contenido constitucionalmente vinculante del derecho fundamental vulnerado, y i) violación directa de la Constitución.
Así mismo la H. Corte Suprema de Justicia, frente a la interposición de acciones de constitucionales contra decisiones judiciales, ha expresado 
 que si bien la tutela procede contra dichas providencias, en aplicación de los anteriores criterios de procedibilidad, quien la ejercite  tiene una mayor exigencia argumentativa, puesto que no puede quedarse simplemente en el planteamiento de censuras y omitir su demostración, sino que por el contrario debe probar de forma irrefutable que se incurrió en un error garrafal por el funcionario y por ello la decisión que está amparada por la presunción de acierto y legalidad no es ajustada a derecho, de manera que se haga necesaria la intervención del juez de tutela en el conocimiento de un asunto que por su naturaleza corresponde al juez ordinario.

Al confrontar esos presupuestos de procedibilidad genérica y específica con lo expuesto en el presente asunto, se advierte que el accionante cumplió con esas exigencias como pasa a explicarse:

- En lo que hace referencia a los requisitos genéricos se tiene que: (i) hizo uso de los mecanismos ordinarios que tuvo a su alcance, toda vez que  presentó solicitud de aclaración de la sentencia, y frente a lo resuelto elevó recurso de reposición; (ii) pone de presente que la falta de precisión de la sentencia como de lo resuelto en el auto aclaratorio le generan una grave situación, toda vez que fue desvinculado de su trabajo debido a la inhabilitación que le figura en la Procuraduría y a la suspensión de su licencia de conducción; y (iii) de igual forma, indicó que el asunto es de relevancia constitucional, al estar afectados con la decisión cuestionada, el debido proceso, el trabajo y el mínimo vital.
- En lo relacionado con las exigencias de tipo específico se advierte que cumplió con la carga argumentativa y probatoria que le correspondía, puesto que explicó en detalle por qué considera que la decisión no se encuentra ajustada a la legalidad, esto es, que en su criterio si bien no se dijo de manera expresa que se otorgaba la suspensión condicional de la ejecución de la pena, respecto de la penas accesorias, la misma se extendía a éstas, puesto que no puede hacerse una interpretación desfavorable al sentenciado, y entonces lo resuelto en el auto adoptado corresponde una vía de hecho, al quebrantar los derechos fundamentales invocados.

No obstante lo anterior, la Colegiatura se abstendrá de penetrar en el fondo del asunto propuesto, toda vez que advierte que por parte del despacho de conocimiento se incurrió en una omisión que afecta el debido proceso, la cual debe ser respetada en todas las actuaciones; por tanto, debe ser objeto de protección, y adoptarse las medidas para el restablecimiento de  la misma.

Se tiene que en el auto mediante el cual el Juzgado Penal del Circuito de Santa Rosa de Cabal (Rda.) resolvió la solicitud de aclaración elevada por el sentenciado, indicó en su parte final que contra la misma procedía únicamente el recurso de reposición, cuando en realidad en criterio de esta Colegiatura contra esa decisión procedía era el recurso de apelación.

Lo anterior, en atención a que al tratarse de un auto aclaratorio de una sentencia, y por ende modificatorio de su contenido, se debía entender integrado al fallo, el cual, como se sabe, admite el recurso de apelación; pero además de ello, si se entendiera que únicamente posee la categoría de providencia interlocutoria, por esa vía también tendría que concluirse que admite el recurso de alzada, toda vez que se trata de una providencia de primera instancia.

De ese modo, con la indebida actuación por parte del Juzgado Penal del Circuito de Santa Rosa de Cabal (Rda.) se impidió que el actor pudiera hacer uso de todos los mecanismos de impugnación que en derecho correspondían, y, por esa vía, intentar que mediante el examen de fondo de la situación por parte del superior funcional, en este caso el Tribunal, se analizara el problema jurídico planteado y se pudiera tomar la determinación pertinente.

En esas condiciones, se tutelará  el derecho fundamental al debido proceso del que es titular el señor WILLIAM RAMÍREZ VARGAS; y, en consecuencia, se dejará sin efecto el auto de marzo 24 de 2017 proferido por el Juzgado Penal del Circuito de Santa Rosa de Cabal (Rda.), por medio del cual se resolvió el recurso de reposición, y se indicará que frente a la determinación interlocutoria proferida en marzo 08 de 2017 por medio del cual se aclaró la sentencia proferida, procede el recurso de apelación, por lo que se ordenará al Juzgado Penal del Circuito de Santa Rosa de Cabal (Rda.) que reanude el término de ejecutoria de la citada determinación, para que se entere y permita al actor la posibilidad de interponer el recurso correspondiente de ser ese su interés.
6.- DECISIÓN 
Por lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Penal, administrando justicia en nombre de la República, por mandato de la Constitución y de la Ley,  

FALLA

PRIMERO: SE TUTELA el derecho fundamental al debido proceso del que es titular el señor WILLIAM RAMÍREZ VARGAS.
SEGUNDO: SE DEJA SIN EFECTOS el auto de marzo 24 de 2017 proferido por el Juzgado Penal del Circuito de Santa Rosa de Cabal (Rda.), y así mismo SE DECLARA que frente a la determinación interlocutoria proferida en marzo 08 de 2017 procede el recurso de apelación, de acuerdo con lo expuesto en el cuerpo motivo de esta providencia.

TERCERO: SE ORDENA al Juzgado Penal del Circuito de Santa Rosa de Cabal (Rda.) que reanude el término de ejecutoria de la citada determinación, para entere al actor y se le permita la interposición del recurso correspondiente de ser ese su interés.
CUARTO: Si el fallo no fuere impugnado, remítase el expediente a la H. Corte Constitucional para su eventual revisión. 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

Los Magistrados,

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE
        JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

La Secretaria de la Sala,

MARÍA ELENA RÍOS VÁSQUEZ
� Sobre el particular ver entre otras: Sentencias T-698 de 2004, T-315 de 2005, T-825 de 2007.


� CSJ STP, 22 sept. 2015, Rad. 81747
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